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Resumen 
El retroactivo pensional es el derecho que tiene un pensionado de reclamar las 
mesadas pensionales no pagadas, ante la entidad encargada de pagarlas a 
tiempo. Este derecho debe reclamarse a través del procedimiento ordinario laboral 
o el contencioso administrativo. Solo procede excepcionalmente la acción de tutela 
cuando se vulnera el mínimo vital. Surge entonces el interrogante sí procede la 
acción de tutela para el reconocimiento del retroactivo pensional, cuando sea 
vulnerada la dignidad humana. Para responder el problema, se realizó análisis 
jurisprudencial de la Corte Constitucional, explorando doctrinalmente la noción de 
evolución del derecho al retroactivo pensional, desde los conceptos de autores 
como Alexy, Rodolfo Arango y Cruz Parcero, entre otros. Lo anterior, permitió 
concluir que cuando se requiera la protección de derechos fundamentales, debe 
proceder excepcionalmente la acción de tutela para el reconocimiento del 
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retroactivo pensional, en caso de afectación a la dignidad humana de personas de 
especial protección constitucional.  
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Abstract 
The retroactive pension is the right of a pensioner to claim unpaid pension 
payments, before the entity responsible for paying them on time. This right must be 
claimed through the ordinary labor procedure or administrative litigation. Only the 
guardianship action is exceptional when the vital minimum is violated. The question 
arises then if the action of tutela for the recognition of pension retroactive when the 
human dignity is violated. To answer the problem, a jurisprudential analysis of the 
Constitutional Court, was carried out, exploring doctrinally the notion of evolution of 
the right to retroactive pension, from the concepts of authors such as Alexy, 
Rodolfo Arango and Cruz Parcero, among others. The foregoing, allowed to 
conclude that when the protection of fundamental rights is required, the action of 
tutelage for the recognition of retroactive pension should exceptionally proceed in 
case of affectation to the human dignity of persons of special constitutional 
protection. 
 





El retroactivo pensional es una suma de dinero que una entidad, encargada del 
pago de una mesada pensional, debe al pensionado desde la fecha en que 
cumplió los requisitos para acceder a la prestación social, hasta el momento en 
que comenzaron a pagarse las mesadas. La razón de ser de la existencia de este 
retroactivo pensional puede obedecer a varias circunstancias. Puede ser que un 
juez de tutela haya ordenado que a una persona se le incluya en nómina de 
pensionados, como mecanismo transitorio de protección para evitar un perjuicio 
irremediable al beneficiario del sistema de seguridad social, caso en el cual aquel 
lapso transcurrido entre la fecha de cumplimiento de los requisitos para 
pensionarse y la inclusión en la nómina deben ser posteriormente analizadas por 
un juez, dentro de un proceso laboral o administrativo, para determinar la fecha en 
que se concretó la gracia de la pensión y, por ende, la data en que la entidad debe 
comenzar a pagar la prestación.  
 
Así, una pensión de invalidez depende de la fecha de estructuración del estado 
de pérdida de capacidad laboral; un juez constitucional, a partir de una tutela 
puede ordenar que, de manera transitoria, se empiece a pagar una mesada 
pensional a un beneficiario, pero será el juez laboral, quien luego de un 
procedimiento especial, determine el momento exacto en que se materializó la 
obligación pensional, caso en el cual se acumularán unas mesadas, que es lo que 
se denomina retroactivo pensional.  
 
Algo similar puede ocurrir cuando se otorga de manera transitoria una pensión 
de vejez, evento en que el juez, con conocimiento específico en materia de 
seguridad social, deberá determinar la fecha exacta en que se cumplieron los 
requisitos de semanas cotizadas y edad, para acceder a la prestación. Entre la 
data de la adquisición del derecho y la inclusión en nómina de pensionados 
transcurre un tiempo en el que se acumula el retroactivo pensional.  
 
El caso más común de retroactivo pensional tiene lugar en la pensión de 
sobrevivientes. La ley señala quiénes son los beneficiarios de la pensión de 
sobrevivientes, y no pueden ser otros que los familiares del pensionado o 
causante, tal como lo establece el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, que modificó 
los artículos 73 y 74 de la Ley 100: Cónyuge o compañero (a) permanente, los 
hijos menores de 18 años, los hijos entre 18 y 25 años que estudien y sean 
dependientes económicamente del fallecido, los hijos de cualquier edad inválidos 
o discapacitados dependientes económicamente del fallecido, los padres del 
fallecido a falta de los anteriores beneficiarios, que dependieran económicamente 
de este, los hermanos inválidos a falta de todos los anteriores beneficiarios, que 
dependieran económicamente del fallecido. En este caso, a partir de la muerte del 
afiliado, el pago de la pensión queda suspendido hasta que un trámite judicial 
especial determine quiénes son los beneficiarios de la sustitución pensional, dado 
lo cual, hasta que la justicia decida, se va acumulando una suma que se denomina 
retroactivo pensional. 
 
Entonces, el objeto de la presente investigación apunta a determinar sí el 
derecho a la seguridad social en pensiones es una prerrogativa fundamental 
autónoma y sí el componente económico de dicho derecho prestacional, 
denominado retroactivo pensional, es un derecho que debe protegerse vía acción 
de tutela, cuando se pretermitan derechos de mayor entidad constitucional, no 
solo el derecho al mínimo vital, sino cuando se pretermita o ponga en peligro el 
principio de dignidad humana. La pregunta a resolver es la siguiente: ¿puede 
ordenarse el pago del retroactivo pensional a través de una acción de tutela 
cuando se encuentre en peligro la dignidad humana del pensionado?  
 
Claro está, para poder resolver el problema planteado habrá que dilucidar, en 
primer término, el alcance del derecho social fundamental a la seguridad social, y 
luego establecer una relación inescindible entre el derecho a acciones positivas 
del Estado y la dignidad humana, como principio pilar del Estado social y 
democrático de derecho colombiano; además, a posteriori se hará un profundo 
análisis jurisprudencial de las sentencias de la Corte Constitucional que tratan el 
problema jurídico planteado y, finalmente, se propondrá un escenario ideal de 




Se utilizó el método de investigación descriptiva, y la técnica hermenéutica 
jurídica. Inicialmente, se profundizó en el estudio de todas las fuentes escogidas 
que tratan el tópico de la fundamentalidad de los derechos económicos, sociales y 
culturales; posteriormente, se tomaron los conceptos de los principios de 
progresividad y dignidad humana y los aportes de la doctrina, al respecto. 
Seguidamente, se abordaron en detalle los mecanismos de defensa judicial para 
la protección de estos derechos económicos, sociales y culturales. Más adelante, 
se describió y analizó la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional frente al 




El derecho social fundamental al retroactivo pensional 
 
Según el profesor Rodolfo Arango (2005), los derechos sociales fundamentales 
son derechos de prestación en sentido estrecho, es decir, derechos generales 
positivos a acciones fácticas del Estado (p. 37). Así las cosas, los derechos 
sociales fundamentales son derechos de carácter subjetivo, plasmados en una 
norma cuya existencia da a la vida una relación de carácter obligacional, en donde 
el sujeto activo es la persona, el sujeto pasivo es el Estado o el ente que asume su 
papel dentro del ordenamiento jurídico, y la prestación es el beneficio que plantea 
la disposición, acciones fácticas del Estado (Arbeláez, 2017, p. 52).  
 
La sociedad nacional entra en consideración como obligada de los 
derechos sociales fundamentales, específicamente el Estado en 
calidad de su representante jurídico. Los derechos sociales 
fundamentales tienen la estructura fundamental de derechos del 
individuo a acciones positivas frente al Estado. (Arango, 2005, p. 93). 
  
Otro doctrinante, como Juan Antonio Cruz Parcero (2000), en un escrito sobre 
los derechos sociales como técnica de protección jurídica, pone de relieve el 
tópico de la presencia de algunos bienes o valores indispensables para darle vida 
real al concepto de justicia social. A la sazón, afirma:  
 
Sería ingenuo e incluso torpe pensar que el problema de los 
derechos sociales es un problema jurídico exclusivamente; cuando 
hablamos de los derechos sociales, hacemos referencia a ciertos 
bienes o valores (justicia, igualdad, salud, educación, etcétera), y 
más específicamente, a una serie de pretensiones o demandas para 
obtener o garantizar dichos bienes o valores que consideramos un 
medio para obtener aquello que llamamos justicia social. (p. 17). 
 
Ahora, Prieto Sanchís (2000) señala que existe una marcada diferencia entre 
los que se puede denominar, desde el punto de vista del estudio neo-
constitucional, los derechos civiles y los derechos sociales, en relación con las 
obligaciones o prestaciones que pueden tener origen en cada una de las garantías 
incorporadas en una carta política o en una legislación que desarrolle el principio 
constitucional.  
 
En los derechos civiles o individuales, el contenido de la obligación 
consiste en una abstención u omisión, en un “no hacer nada” que 
compromete el ejercicio de la libertad o el ámbito de inmunidad 
garantizado; en cambio, en los derechos sociales, el contenido de la 
obligación es de carácter positivo, de dar o de hacer. (Prieto Sanchís, 
2000, p. 21). 
 
Resulta entonces claro que los derechos económicos, sociales y culturales son 
prerrogativas, con una estructura obligacional que pone a los ciudadanos en el 
extremo activo de la relación jurídica; el Estado sería deudor de acciones positivas 
en favor de los contribuyentes y sus beneficiarios. Al respecto Alexy (2009), 
afirma: 
 
El concepto de “derecho a la acción positiva del estado” comprende 
una diversidad de derechos que se prestan a clasificaciones bastante 
distintas. Una posibilidad es dividirlos en tres grupos: (1) derechos a 
protección, (2) derechos a organización y procedimiento, y (3) 
derechos a prestaciones en sentido estricto. La estructura y 
contenido de estos derechos es bastante diferente, pero existe un 
común denominador que justifica su agrupación. Todos ellos 
requieren una acción positiva. Con objeto de no conculcarlos, no 
basta con que el Estado se abstenga de interferir en los ámbitos que 
protegen, especialmente la vida, la libertad y la propiedad. El estado 
debe hacer algo. (p. 50). 
 
En este orden de ideas, mientras que para Robert Alexy (2009) queda claro que 
los derechos económicos, sociales y culturales son derechos a acciones positivas 
del Estado, sin importar el costo económico de esas garantías, Cruz Parcero 
(2000) pone de resalto el carácter fiscal del contenido prestacional de este tipo de 
derechos; garantías que según su cobertura y costo le darán una especial 
significación a la política pública emprendida por cada Gobierno; es decir, si se 
trata de una economía con alta intervención estatal y un importante nivel de 
inversión público en gasto social y de infraestructura, los derechos sociales serán 
indispensables en el andamiaje público, desde la creación de los derechos, la 
forma de concretarlos, en cabeza de la población, y los mecanismos judiciales de 
su protección, en tanto que si se trata de una Estado pequeño, basado desde el 
punto de vista económico en el libre juego de la oferta y la demanda, un Estado 
poco interventor, la relevancia de los derechos a prestación será menor y el costo 
financiero será menos trascendente frente a la totalidad de gasto público. Cruz 
Parcero (2000), al respecto enfatiza:  
 
Es preferible identificar los derechos sociales con los derechos 
prestacionales, esto es, con aquellos derechos que en lugar de 
satisfacerse mediante una abstención del sujeto obligado (el Estado 
principalmente), requieren por su parte una acción positiva que se 
traduce normalmente en la prestación de algún bien o servicio...” 
“…Esta dimensión prestacional resalta el carácter económico de los 
derechos sociales, cuya satisfacción exige una transferencia de 
recursos de los sectores más ricos a los más pobres, lo que genera 
fuertes reticencias de aquéllos cuando se pretende garantizarlos 
jurídicamente. Se trata pues, como hemos dicho, de un problema de 
redistribución. (p. 90). 
 
Cuanto más invierta el Estado en educación, salubridad, sanidad, vivienda, 
servicios públicos domiciliarios y pensiones, mayor va será la presión que el gasto 
público tiene en la economía estatal, y mayores y mejores son los sistemas de 
protección jurídicos requeridos para que los derechos sociales lleguen a los que 
más lo necesitan, en la forma y tiempo ideal. En Colombia debe fortalecerse un 
sistema de frenos y contrapesos que permita depurar la base de datos de quienes 
deben pertenecer al sistema de subsidios que conforman el organigrama de 
beneficiarios de la asistencia estatal para las clases pobres, pues los recursos son 
escasos y no pueden asignarse a sectores de la población que, por su nivel de 
ingresos, no los requieren, especialmente lo atinente a los subsidios de familias en 
acción que permiten un pequeño ingreso familiar por cada hijo nacido en el hogar, 
el régimen subsidiado de salud y el subsidio a la cotización de pensiones. Sobre 
este tópico se hace un breve análisis en el trabajo investigativo denominado “El 
derecho social fundamental a la pensión de invalidez”, en el cual Arbeláez (2017) 
expuso: 
 
El punto neurálgico frente a la naturaleza y definición de los derechos 
sociales fundamentales reside precisamente en describir aquellas 
facultades de índole prestacional o económico como derechos que 
demandan del Estado acciones positivas que bien pueden llamarse 
políticas públicas, dentro de las que juega un papel preferente la 
necesidad que la política estatal en el marco del Estado Social y 
Democrático de Derecho esté encaminado a una agenda tributaria 
eficiente y progresiva capaz de generar la redistribución de los 
ingresos. Si el juego democrático es incapaz de elegir autoridades 
públicas o dignatarios que tengan la voluntad de diseñar políticas 
públicas progresivas, los derechos a acciones positivas del Estado se 
van a quedar en el papel y no van a pasar de ser mandatos de 
optimización o directrices programáticas que orienten al legislador en 
el papel de diseñar la actividad económica del Estado o delinear los 
planes de desarrollo y presupuesto. (p. 54).  
 
Respecto a lo anterior, cabe agregar que los derechos económicos, sociales y 
culturales en un Estado social de derecho no pueden ser catalogados como 
simples directrices o aspiraciones socialmente beneficiosas para el pueblo; todo lo 
contrario, los derechos a prestación tienen un carácter económico y normativo, 
contienen prestaciones de dar y hacer, y requieren de herramientas eficaces para 
su protección legal, acciones de cumplimiento, populares y la acción de tutela. 
Sobre este asunto, Cruz Parcero (2000) afirma:  
 
(…) los derechos sociales sean considerados normas jurídicas 
fundamentales significa, como afirma Prieto Sanchís, que encarnan 
normas objetivas de eficiencia directa e inmediatamente en dos 
aspectos: a) como cobertura de una acción estatal que de otro modo 
resultaría lesiva de ciertos derechos y libertades individuales, y b) 
como pautas interpretativas de disposiciones legales o 
constitucionales, que permite soluciones más acordes con el modelo 
de Estado social. Sirven para justificar leyes ya dictadas (o actos) o 
también para escoger significados dentro del ámbito semántico de 
esas leyes. Pero las funciones de este tipo de normas no quedan ahí, 
sino que habría que agregar: c) que puede servir (o deben servir) 
como medios de control de las políticas públicas y de los actos del 
legislativo que se separen de los fines establecidos 
constitucionalmente. (pp. 95-96). 
 
El punto más álgido de la discusión frente a los derechos económicos, sociales 
y culturales guarda una íntima relación con la posible facultad que el ordenamiento 
jurídico le otorgue a las personas para exigir del deudor, que en el caso del 
derecho a la pensión sería el sistema de seguridad social, una acción para 
perseguir de manera directa e inmediata el acceso a la prorrogativa. No todas las 
personas tienen derecho a pensionarse; el régimen de prima media con prestación 
definida establece una serie de requisitos para acceder a las gracias de la 
prestación: tener un número mínimo de semanas cotizadas al sistema, llegar a 
una edad, tener un parentesco con el causante, en el caso de la pensión de 
sobrevivientes, o una pérdida de capacidad laboral, en el caso de la pensión de 
invalidez. Empero, si una persona cumple con estos requerimientos, adquiere la 
calidad de acreedor del beneficio pensional frente a la entidad administradora del 
régimen pensional, y la forma de hacer exigible esa prestación en caso que se 
presente alguna discrepancia, entre dicha entidad y el afiliado, es a través de la 
instauración de un proceso ordinario laboral, aunque en determinadas 
circunstancias, el derecho social se puede demandar por vía de una acción de 
tutela, en un término expedito, si se está en peligro el derecho al mínimo vital, o 
según el parecer de los autores de este manuscrito, cuando se afecte el principio 
de la dignidad humana. Para esclarecer esto, vale la pena apreciar lo expuesto por 
Robert Alexy (1996), quien hace una clasificación que puede dar luces sobre la 
naturaleza y alcance de los derechos sociales. El autor hace una división de los 
derechos a acciones positivas del Estado basado en tres criterios:  
 
Que puedan conferir derechos subjetivos o ser normas que sólo 
obliguen al Estado objetivamente a través de la imposición de 
obligaciones; Que puedan ser normas vinculantes (cuando puede 
hacerse valer ante una autoridad judicial) o no vinculantes (en este 
último sentido, serían enunciados programáticos que no vinculan a 
las autoridades jurisdiccionales); que puedan fundamentar derechos 
y deberes definitivos o prima facie, esto es, que puedan ser reglas o 
principios. (p. 484). 
 
En síntesis, no podría afirmarse que es imposible reclamar directamente ante la 
jurisdicción la exigibilidad de un derecho social como el de la pensión, pues en 
casos como la expedición de un acto administrativo que viole los principios de 
progresividad, favorabilidad o condición más beneficiosa, el afiliado, pensionado o 
beneficiarios adquiere la calidad de acreedor de un derecho de cumplimiento 
inmediato, siendo incluso el juez constitucional la autoridad competente para 
proteger el derecho amenazado o vulnerado. 
 
Puede concluirse de todo lo anteriormente expuesto que el derecho social 
fundamental al retroactivo pensional da facultad al sujeto activo de la relación 
obligacional a demandar del Estado una suma de dinero que le permita llevar una 
vida digna, aún después de haber padecido una pérdida de capacidad para el 
trabajo, haber llegado a una determinada edad, cotizando las semanas suficientes, 
o haber sufrido el fallecimiento de su ser querido; el extremo pasivo de esta 
relación obligacional es el Estado, quien debe garantizar este derecho a partir del 
diseño de un esquema que permita que todas las personas trabajadoras puedan 
acceder a dicha gracia, en caso de ocurrir las circunstancias antes referidas. El 
Sistema General de Seguridad Social en Pensiones es el extremo pasivo de la 
relación obligacional, esquema de previsión fundado en el principio de solidaridad 
que permite que la población laboralmente activa costee el pago de un beneficio a 
un grupo de personas que, por alguna vicisitud, ya no tiene capacidad para 
solventarse un ingreso gracias a su fuerza de trabajo. 
 
Ahora, cuando está en vilo la dignidad humana, por ejemplo cuando la carencia 
de recursos amenaza a las personas con perder su vivienda, por no poder pagar 
las cuotas de la hipoteca al banco; cuando no hay como solventar el pago de una 
matrícula de colegio o universidad para el pensionado o su entorno familiar; 
cuando se requiere con urgencia el pago de una suma de dinero para costearse 
un tratamiento de salud, que no asume el plan de beneficios estatales, el derecho 
al retroactivo adquiere el carácter de derecho fundamental autónomo y puede 
exigirse de manera expedida a través de la acción de tutela, en armonía con el 
principio de solidaridad en que se edifica el Estado social y democrático de 
derecho colombiano.  
 
Es que el derecho a la pensión, al retroactivo pensional y, en general, a los 
derechos relacionados con la seguridad social, y que involucren una inversión 
estatal, son prerrogativas que buscan garantizar el principio de igualdad en el 
Estado de derecho. No le basta al Estado social de derecho garantizar los 
derechos de libertad de las personas, el derecho a la libre expresión, intimidad, 
libre expresión o libre desarrollo de la personalidad; el Estado de bienestar debe 
propender por el acceso progresivo a unas garantías básicas relacionadas con la 
salud, educación, vivienda digna y servicios públicos domiciliarios adecuados.  
 
Al respecto, Prieto Sanchíz (2000) afirma que los derechos sociales no buscan 
frenar la intromisión del Estado en asuntos de la esfera privada de las personas; 
todo lo contrario, buscan acciones estatales para equilibrar las cargas sociales, se 
configuran como derechos de igualdad, entendida en el sentido de igualdad 
material o sustancial; esto es, como derechos, no a defenderse ante cualquier 
discriminación normativa, sino a gozar de un régimen jurídico diferenciado o 
desigual, en atención precisamente a una desigualdad de hecho que trata de ser 
limitada o superada (p. 23). 
 
Finalmente, no resulta acorde al fin del Estado social de derecho que una 
persona tenga que esperar el trámite de un demorado proceso ordinario de 
seguridad social para que se le exija a la entidad administradora del sistema de 
previsión el pago de un retroactivo pensional, cuando se trata de un derecho cierto 
e incontrovertible, y en casos en donde la ausencia de ese dinero, que legalmente 
le pertenece al beneficiario del sistema, pueda terminar afectando la dignidad 
humana de la persona o su entorno familiar. No resulta proporcional a las cargas 
que deben exigírsele a los ciudadanos que aquellos tengan que acudir a un 
costoso crédito en el sistema financiero o, más grave, recurrir a los usureros, para 
pagar un crédito hipotecario en mora o una cirugía urgente, cuando sería 
suficiente apresurar, vía acción de tutela, el pago del retroactivo pensional que por 




Hallazgos de la investigación 
 
La tutela efectiva del derecho social fundamental al retroactivo pensional 
 
Ha sido reiterada la postura de la Corte Constitucional colombiana, en relación 
con la procedencia de la acción constitucional de tutela para el reclamo o 
protección de derechos pensionales; sostiene en una serie de providencias que 
esta procedencia solo es en sentido excepcional y para tal fin ha de observarse 
necesariamente una serie de requisitos, entre los cuales se pueden encontrar las 
exigencias de la inmediatez y la subsidiaridad. 
 
En Sentencia T-087 de 2018, con ponencia de la magistrada Gloria Stella Ortiz 
Delgado, este alto tribunal constitucional se refirió, en relación con el requisito de 
inmediatez, afirmando que este debe entenderse como la solicitud de protección 
del derecho fundamental ante el juez de tutela dentro de un plazo razonable o 
prudencial, a partir del momento que se haya dado el hecho generador de la 
vulneración o amenaza del derecho fundamental. 
 
En esta actuación, la accionante instauró acción de tutela contra la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social –UGPP, en razón a que esta entidad le negó el reconocimiento 
de la sustitución pensional; esto bajo los siguientes hechos: la señora demandante 
afirma que el causante contrajo matrimonio y convivió con la esposa un año; luego 
de separarse de cuerpo, se conocieron y sostuvieron una relación sentimental que 
desembocó en una unión marital de hecho de más de 36 años, que tuvo como 
resultado tres hijos y que, desde su unión, no se separaron hasta el día de su 
muerte; además, que cuando ocurrió la muerte de su marido él ya se encontraba 
pensionado y, por tanto, solicitó a la entidad tutelada el reconocimiento de la 
prestación, la cual le fue negada, pero si reconocida a su hija menor. Una vez su 
hija cumplió 23 años de edad y culminó sus estudios, nuevamente la actora 
solicitó ante la UGPP el reconocimiento de la sustitución pensional, solicitud que 
fue negada por la entidad bajo el argumento de que el causante, al momento de 
su muerte, no se había divorciado de su esposa como lo probaba el registro civil 
de defunción, y en la partida eclesiástica de bautismo dicha decisión la 
fundamentaba legalmente con el artículo 6° del Decreto 1160 de 1989.  
 
La negativa frente al amparo invocado se argumenta en virtud del principio de 
inmediatez, siendo forzoso entender que la ratio decidendi de la sentencia giró en 
torno a la exigencia de la celeridad de la acción y a su naturaleza subsidiaria, que 
el accionante o persona afectada en su derecho fundamental debe acudir al juez 
de tutela en un tiempo prudencial que permita deducir que se necesita un remedio 
pronto y eficaz al daño que experimenta; por tanto, la demora para interponer la 
acción constitucional puede apreciarse como la no necesidad de una solución 
urgente; en razón a que en ese lapso pudo haber acudido el accionante a la vía 
ordinaria para reclamar el derecho que pretende. 
 
Pero aun así se sabe que pueden existir eventualidades que imposibilitan al 
tutelante actuar de forma temprana para buscar la protección de su derecho 
fundamental; por ejemplo, puede ser que la condición especial, tanto física como 
mental, de la persona afectada le impida actuar de forma rápida, o que a pesar del 
tiempo transcurrido el hecho u omisión aún sigue causando daños graves.  
 
Ahora bien, el requisito de subsidiaridad, debe entenderse como la única opción 
con que cuenta la persona afectada para solicitar la protección de su derecho 
afectado de forma expedita, ya que aunque exista otra alternativa o mecanismo de 
defensa judicial, este no resulta ser suficientemente célere o eficaz para la 
urgencia que se requiere proteger el derecho transgredido, y evitar así un daño 
irreparable; lo cual efectivamente ocurre con la solicitud del pago del retroactivo 
pensional, toda vez que este beneficio debe reclamarse a través de la jurisdicción 
ordinaria laboral o la jurisdicción contencioso administrativo; si bien legalmente 
están determinados estos mecanismos para el cobro de dicho beneficio 
económico, por el tiempo que se demora su procedimiento en resolver el asunto, 
no son efectivos al momento de requerirse una solución urgente, como en el caso 
de una persona de edad o discapacitada, que este siendo afectada en su dignidad 
humana y requiera el beneficio económico del retroactivo pensional para cubrir 
una necesidad especial. Por tanto, debe buscarse un mecanismo que de pronta 
solución al problema que se enfrenta; es ahí donde se requiere de la acción de 
tutela para garantizar la protección real, efectiva y pronta de los derechos 
fundamentales que se alegan y evitar así un daño irremediable. 
 
De manera concordante con la antes señalada sentencia, la Corte 
Constitucional, con ponencia del magistrado Antonio José Lizarazo Ocampo, 
sostiene y reitera el mismo concepto de la Sentencia T-315 del 12 de mayo 2017, 
en cuanto al caso en concreto que se estudió en su momento, y que se puede 
resumir de la siguiente manera: el actor de 89 años de edad instaura acción de 
tutela contra la Secretaría de Educación del Meta y la Unidad Administrativa 
Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Social –UGPP-, con el propósito de ganar el amparo de sus derechos a la 
igualdad, la seguridad social, a la vida digna, al debido proceso y al mínimo vital, 
considerando que fue docente durante 35 años en la mencionada Secretaría, y 
que al alcanzar el estatus pensional en el 2014 solicitó a dicha entidad el 
reconocimiento y pago de la pensión de jubilación, solicitud que fue negada bajo el 
argumento de que él ya contaba con esta prestación, y había sido reconocida por 
la Caja Nacional de Previsión Social en el año 2002. Al estar en desacuerdo con la 
decisión, presentó los recursos de ley para lo cual anexó una certificación 
expedida por el Fondo de Pensiones Públicas de Nivel Nacional de Colombia -
FOPEP-, la cual establece que la prestación de la que gozaba correspondía a la 
pensión de gracia. No obstante a las aclaraciones exhibidas, la Secretaría de 
Educación conservó su postura, alegando que si bien existió un error al denominar 
la prestación (no como vitalicia, sino como pensión de gracia) no era posible 
acceder al reconocimiento de la pensión por que el docente ya gozaba de una  
pensión reconocida y pagada con dineros públicos; además, arguyó que el tiempo 
acreditado para solicitar la prestación es el mismo que actualmente presenta para 
solicitar el reconocimiento de la pensión de jubilación.  
 
Viendo lo anterior manifiesta la Corte que, por regla general, debe tenerse como 
improcedente la acción de tutela para pedir el reconocimiento de derechos 
provenientes de pensiones, pero que excepcionalmente esta procederá en 
defensa de estos derechos cuando no exista un mecanismo ordinario de defensa 
judicial, o que aunque exista, dicho mecanismo no sea eficaz para lograr la 
protección de los derechos que se ruega la tutela, o que aunque estos 
mecanismos de defensa sean idóneos, no sea lo suficientemente célere para 
evitar un daño grave o irreversible; así entonces hace un llamado a los jueces de 
tutela a que ejecuten un estudio riguroso de las circunstancias fácticas del caso 
bajo examen, en procura de establecer si resulta idóneo, eficaz y célere el medio 
ordinario de defensa judicial, a la luz de las exigencias de protección que requiera 
la persona presuntamente vulnerada en sus derechos fundamentales.  
 
En relación con este último punto, recuerda la Corte la Sentencia T-063 de 
2013, de la cual extrae los presupuestos asentados para determinar la utilidad o 
no de los medios ordinarios de defensa judicial y, por ende, determinar la 
procedibilidad excepcional, de la acción de tutela. Dentro de dichos presupuestos 
es posible señalar, como primero, la condición de vulnerabilidad que posee el 
actor o persona afectada en sus derechos fundamentales, para considerarla como 
persona de especial protección constitucional. Otro de estos presupuestos es que 
la falta de pago o demora de la prestación cause una grave lesión en los derechos 
fundamentales de quien reclama; y por último, que se pueda probar, aunque 
sumariamente, las circunstancias que demuestren que el procedimiento ordinario 
de defensa judicial, establecido para reclamar estos derechos, resulta ineficaz, en 
especial al momento de verse conculcados derechos fundamentales de personas 
de especial protección constitucional, y poder alcanzar una tutela efectiva de 
dichos derechos transgredidos.  
 
Así mismo, en Sentencia T-037 de 2017, la Sala Quinta de Revisión de Tutela 
de la Corte Constitucional, con sustanciación de la magistrada Gloria Stella Ortiz 
Delgado, reiteró su postura en relación con la procedibilidad de la acción de tutela, 
tanto como un mecanismo transitorio de protección, como también definitivo del 
derecho presuntamente vulnerado o en riesgo, bajo la revisión del caso en estudio 
que se resume así: el actor, buscando la tutela de sus derechos a la vida digna, a 
la seguridad social y al mínimo vital, acciona contra la Administradora Colombiana 
de Pensiones -Colpensiones- ya que aduce el actor que para la fecha de entrada 
en vigor de la Ley 100 de 1993, tenía 53 años de edad, y para el momento de la 
expedición del Acto Legislativo 01 de 2005 había cotizado más de 750 semanas, 
que el actor trabajó en la empresa J.R. Cia. Ltda, la cual no realzó los aportes a 
pensión, que además hizo aportes a pensión de forma interrumpida entre 16 de 
diciembre de 1961 y el 30 de abril de 2008. La entidad accionada no reconoció la 
pensión argumentando, que el solicitante solo contaba con 1.002 semanas 
cotizadas y que si bien es beneficiario del régimen de transición, solo cumple con 
la edad señalada, mas no las semanas de cotización establecidas por el Acuerdo 
049 de 1990, 500 semanas en los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad 
de pensión o un total de1000 semanas en cualquier tiempo; ni el reglado por la 
Ley 33 de 1985, la cual señala que son 20 años de servicios públicos, que 
equivale a 1029 semanas cotizadas, al igual que la Ley 71 de 1988; como 
tampoco la Ley 797 de 2003.  
 
En razón a ello señaló que esta acción constitucional debe tenerse por los 
jueces de tutela como un mecanismo transitorio de protección de derechos, 
relacionados con la prestación pensional cuando pueda determinarse que el 
mecanismo ordinario de defensa judicial no resulte eficaz, para evitar que se 
consume un daño irremediable en razón a la condición de especial protección 
constitucional que se desprenda del actor o solicitante, y como mecanismo 
definitivo, en el evento en que el medio ordinario de defensa judicial, desarrollado 
por ley para resolver dicho asunto, no sea lo suficientemente idóneo y eficaz, de 
conformidad con la situación especial del caso particular que se estudia y de las 
condiciones de especial protección constitucional, como niños, niñas y 
adolescentes, mujeres cabeza de familia, embarazadas o en lactancia, personas 
de la tercera edad y en condición de discapacidad. 
 
Reitera, además, la Corte en esta sentencia el requisito de inmediatez que 
había abordado en otras oportunidades, donde ha señalado que, en virtud de la 
naturaleza de una protección inmediata y urgente de los derechos fundamentales 
vulnerados o amenazados, esta acción debe interponerse dentro de un tiempo 
razonable a partir del daño ocasionado, a pesar de que no tiene un término de 
caducidad. Determina, entonces, el alto tribunal que en los eventos en donde se 
determine que la acción de tutela cuente con este presupuesto, debe declararse la 
improcedencia de la acción, pero es de recalcar y recuerda que existen eventos 
donde se pueden presentar circunstancias válidas que justifiquen la inactivad 
procesal, valga decir la tardanza en presentar la acción de tutela, por lo cual, debe 
el juez constitucional realizar una valoración exhaustiva en el caso que se 
examina, a fin de encontrar si existen razones que justifiquen la demora en la 
presentación de la acción; por ejemplo, eventos de caso fortuito o fuerza mayor, 
que el daño generado a los derechos fundamentales sea continua y actual, y 
circunstancias de debilidad manifiesta que se desprendan de quien debe incoar la 
acción de amparo, e impidan la presentación de la misma.  
 
Para tener un poco más clara la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, 
en razón a la procedibilidad de la acción constitucional de tutela para el cobro de 
sumas relacionadas con derechos pensionales, se suma a las anteriores 
providencias analizadas, la Sentencia T-032 de 2015, con ponencia del 
magistrado Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. En esta oportunidad este alto tribunal 
revisó el caso de una señora, quien a través de defensor público instauró acción 
de tutela contra el Ministerio de Trabajo y Protección Social, pues consideró que 
esta entidad vulneraba sus derechos fundamentales a la vida digna, a la seguridad 
social y al mínimo vital, en razón a que le negaba la entrega de los componentes 
de atención humanitaria y una pensión vitalicia, en virtud del artículo 46 de la Ley 
418 de 1997. Los hechos del caso concreto se resumen y remontan al 25 de 
diciembre de 2006, fecha en la que fue lesionada la solicitante en su integridad por 
una confrontación armada de dos grupos alzados en armas (FARC-EP y el ELN); 
al encontrarse en medio de dicha disputa, recibió impactos de bala en su rostro y 
columna vertebral que le causaron pérdida de la capacidad laboral en un 80.25%. 
En ocasión de ello solicitó ante el Ministerio de Protección Social la entrega de 
atención humanitaria y la asignación de la pensión vitalicia por ser víctima del 
conflicto armado y en razón u ocasión de haber perdido en más del 80% su 
capacidad laboral, y dejando claro además su situación de persona de especial 
protección constitucional, por cuanto era una mujer invalida y a su vez madre 
cabeza de familia; solicitud que fue contestada de forma negativa por parte de la 
entidad, considerando que en el momento se encontraba una asignación en turno 
por lo que no era viable una nueva programación.  
 
En el análisis del caso en concreto, se hace reiterativo el Honorable Tribunal, 
respecto de los requisitos y presupuestos que debe observar el juez constitucional 
en cada caso concreto, para decretar la procedencia excepcional de acción de 
tutela en los eventos que se pretenda reclamar derechos que se desprendan de 
prestaciones sociales como la pensión. Reitera, además, que la acción puede 
prosperar excepcionalmente para estos fines y se puede conceder de manera 
transitoria o definitiva; señala que será otorgada transitoriamente si la acción u 
omisión amenaza o genera al actor un daño irreparable, y en dicho caso se pueda 
evidenciar los presupuestos de inminencia, gravedad, urgencia e 
impostergabilidad de la acción. Y será concedida de manera definitiva en el evento 
en que el procedimiento legalmente establecido para dilucidar tal situación 
resultare ineficaz al no contar con la suficiente celeridad e inmediatez para la 
protección del derecho fundamental, con la urgencia que requiera dicho caso en 
examen. Es de rescatar que en esta sentencia la Corte Constitucional subraya lo 
primordial que es asegurarse de la eficacia de los derechos más inherentes al ser 
humano, dentro del proceso de estudio de procedibilidad excepcional de la acción 
de tutela. 
 
Del mismo modo, la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, con el 
magistrado Alberto Rojas Ríos, como ponente en la Sentencia T-225 de 2018, 
revisa acción de tutela de un señor contra la Administradora Colombiana de 
Pensiones-Colpensiones-, en procura de la protección de sus derechos 
fundamentales a la vida digna, a la vida y al mínimo vital. Los hechos del presente 
caso se pueden resumir de la siguiente manera: el actor es una persona de 73 
años de edad que padece de hipertensión severa, insuficiencia renal crónica 
reagudizada, incontinencia fecal, falla cardiaca estadio B, aneurisma aorta torácica 
congestiva, prostatismo severo, sepsis severa de origen abdominal, cuadro 
gastroentérico severo con compromiso de la función renal, tiene instalado un 
marcapaso y ha sido calificado medicamente como paciente de alto riesgo. El 3 de 
octubre de 2004 alcanzó el estatus pensional en virtud de la Ley 100 de 1993, ya 
que tenía más de 60 años y había cotizado más de 500 semanas en los últimos 20 
años. En junio de 2008 solicitó por primera vez el reconocimiento de la prestación 
ante el Instituto de Seguros Sociales –ISS-, ahora Colpensiones, pero dichas 
solicitudes fueron negadas hasta el año 2015 bajo el argumento de que no 
contaba con la cantidad de semanas cotizadas requeridas. Que la resolución que 
en 2015 le reconoció la pensión, estableció su disfrute a partir del 01 de marzo de 
2015, aduciendo que antes de esa fecha no se había acreditado la desvinculación 
laboral con su empleador. Interpuso recurso de reposición contra la decisión por 
encontrarse en desacuerdo con esta y el mismo fue confirmado. 
 
Realizado el análisis del caso concreto y las actuaciones procesales, reitera la 
Corte cada uno de los presupuestos y requisitos advertidos por este alto tribunal 
en sentencias pasadas, para darle procedibilidad a la acción de tutela cuando se 
persigan derechos pensionales, y en este caso va más allá y se dirige sobre el 
tema del retroactivo pensional. Señala al respecto que si bien los derechos 
derivados de prestaciones sociales (retroactivo pensional), aunque sean asuntos 
que se deben discutir ante los jueces de la jurisdicción ordinaria, debe de cierta 
manera replantearse tal asunto en el evento que se presenten circunstancias 
excepcionales que convoquen a un mecanismo de protección inmediata; así 
entonces, refiere que no se puede obligar a una persona de especial protección 
constitucional que esté siendo afectado en al menos uno de sus derechos 
fundamentales, a llevar un proceso de protección de dichos derechos amenazados 
o conculcados a través de un medio que no le garantice un protección inmediata y 
eficaz. 
 
Aunque para la Corte Constitucional el retroactivo pensional sea una prestación 
económica que no afecta el mínimo vital, en razón a que el solicitante ya está 
recibiendo unas mesadas pensionales, debe entenderse que existen 
circunstancias que ponen al actor en condición de vulnerabilidad al mínimo vital y 
otros derechos fundamentales, aun percibiendo una mesada pensional. 
 
De lo anterior, podría colegirse, en relación al retroactivo pensional, que aunque 
exista el procedimiento contencioso administrativo u ordinario laboral, como 
elementos de protección y reclamo de los derechos económicos de la prestación 
social, en el evento en que estos mecanismos no resulten ser efectivos, eficaces o 
debidamente célere para la protección de derechos fundamentales del accionante, 
beneficiario o causante, bien sea el goce de una vida digna, la vida, la salud, la 
dignidad humana y más aún si se trata de personas de especial protección 
constitucional, debe concederse excepcionalmente la procedencia de la acción de 
tutela, por la urgencia y el especial trato que debe tener el caso concreto, para 
evitar así un daño mayor e irremediable, y lograr entonces un amparo efectivo de 
los derechos fundamentales posiblemente conculcados.  
 
Por ello es necesario que los jueces de tutela realicen un estudio amplio y 
detallado de cada caso que llegue a su despacho, en la búsqueda de los 
requisitos y presupuestos que se requieren para decretar o no la procedibilidad 
excepcional de la acción de tutela para reclamar el retroactivo pensional, y no 
encasillar dicho análisis de procedibilidad a una operación matemática o, cual 
proceso mecánico, toda vez que cada proceso similar tiene sus características 
especiales que lo distinguen y de ahí la necesidad urgente de este análisis para 
llegar a la conclusión de la procedencia de acción constitucional, siempre que se 
trate de una persona de especial protección constitucional o en aquellos eventos 
de vulneración del principio de dignidad humana, en relación con la posible 
vulneración de otros derechos especialmente protegidos en el ordenamiento 
jurídico, tales como el derecho fundamental a la vida digna, la salud o, incluso, la 
vivienda digna. 
 
La tutela judicial efectiva del derecho social fundamental al retroactivo 
pensional 
 
Cuando es indiscutible jurídicamente que una persona tiene derecho al pago de 
una suma de dinero, por concepto de retroactivo pensional, y que este pago pende 
de una decisión administrativa o judicial, sometida a la necesaria demora de un 
trámite lento, producto de la congestión judicial o la incapacidad estatal o privada 
para desatar de una manera célere los pedidos de los afiliados al Sistema General 
de Seguridad Social en Pensiones, es deber del juez de tutela analizar el caso, 
con el fin de determinar fehacientemente no solo si se está afectando el derecho al 
mínimo vital del usuario o derechos inalienables de sujetos de especial protección 
constitucional, sino si aquella situación particular del accionante puede estar 
poniendo en vilo su garantía imprescriptible a la dignidad humana; por ejemplo, 
cuando la falta del recurso económico le impide financiar sus estudios o los de 
algún miembro del grupo familiar, le obstaculiza pagar una suma para evitar el 
remate de la vivienda familiar, en virtud de un proceso ejecutivo hipotecario, o la 
imposibilidad de acceder inmediatamente al recurso económico priva al afiliado de 
costearse un tratamiento, por fuera del plan de beneficios de salud, que puede 
significar una mejoría en el control de una patología grave padecida. 
 
El grado de protección del principio de la dignidad humana depende de cuánto 
el Estado está en capacidad de garantizar el acceso a los derechos de prestación 
y la eficiencia de los mecanismos judiciales de protección de estos derechos a 
acciones positivas del Estado. Incluso, a pesar de que hoy en día, en Latino 
América, por ejemplo, existen constituciones políticas que contemplan un amplio 
catálogo de derechos económicos, sociales y culturales, la protección efectiva e 
inmediata por parte de los jueces, en cuanto a derechos como la seguridad social, 
la vivienda digna o la salud, depende mucho de la voluntad del legislativo en crear 
determinadas normas y el interés del ejecutivo de reglamentar aquellas leyes y 
ejecutarlas, a partir del establecimiento de políticas de gasto público.  
 
A modo de ejemplo, en Colombia, el derecho a la salud ha tenido una 
importante evolución, pues en un principio, el Juez de Tutela 
entendía que este derecho no debía ser protegido como prerrogativa 
autónoma fundamental, solo se amparaba el derecho a la salud de 
una persona cuando estaban en peligro otros derechos 
fundamentales, en especial el derecho a la vida y la dignidad 
humana. Ya en la sentencia T-760 de 2008, que se originó por la 
cantidad de tutelas impetradas por la violación al derecho a la salud, 
la Corte Constitucional, con ponencia del Magistrado Dr. Manuel 
José Cepeda Espinosa, precisó entre otros aspectos importantes, 
que la salud es un derecho constitucional fundamental por tener 
estrecha relación con los derechos a la vida, a la integridad personal, 
la dignidad humana y porque en muchas ocasiones el tutelante es 
sujeto reconocido como de protección especial, además, porque la 
salud aparece como servicio público amparado por la Carta Política, 
el bloque de constitucionalidad, la ley y los planes obligatorios de 
salud; igualmente, porque se encuentra en consonancia con la 
evolución en el ámbito internacional, resaltando igualmente que es 
un derecho complejo, en el que aparecen comprometidos recursos 
materiales e institucionales que requieren una política pública, 
planes, cronogramas y el diseño de estrategias con la participación 
de todos los interesados, siendo el propósito buscar la primacía de 
los principios de equidad, solidaridad, subsidiariedad y eficiencia en 
cabeza del Estado y de los particulares que obran en su nombre. 
(Arbeláez, 2017, p. 155). 
 
Frente al deber judicial de garantizar el principio de la tutela jurisdiccional 
efectiva de los derechos económicos, sociales o culturales, derechos de 
prestación o derechos a acciones positivas del Estado, dentro de los que es 
posible incluir el derecho fundamental a obtener el retroactivo pensional, los 
jueces suelen verse en una encrucijada; en tratándose de los jueces de tutela es 
menester analizar los requisitos de inmediatez y subsidiariedad de la acción de 
amparo, y además existe la presión del ejecutivo para que se tenga en cuenta el 
costo económico de las decisiones, tópico que incluso fue llevado hasta la 
categoría de principio, mediante la proclamación de la pauta de optimización del 
ordenamiento jurídico de la sostenibilidad fiscal, insertado en el Acto Legislativo 3 
de 2011.  
 
Esta presión jurídica y mediática puede llevar a los jueces a obrar con temor y 
abstenerse de aplicar los derechos sociales de protección. Frente al tópico, el 
doctrinante Roberto Gargarella (como se citó en Arbeláez, 2017) ha sostenido que 
para tomar esa vía ellos tienen varias justificaciones:  
 
Cuando los jueces fundamentan su decisión de no aplicar los 
derechos sociales, también utilizan otras justificaciones, además de 
aquélla que se basa en los requerimientos de la democracia. Ellos 
afirman, por ejemplo, que los derechos sociales son muy costosos 
(mientras que los derechos civiles o políticos no lo son). En una línea 
similar, los jueces distinguen entre derechos “negativos” (o sea, 
derechos que exigen que el Estado se abstenga de actuar, y de 
derechos que requieren que el Estado “haga algo” para cumplir con 
sus obligaciones). Y parten de la hipótesis de que a ellos se les 
permite forzar al Estado a “dejar de hacer algo”, pero que no pueden 
obligarlos a actuar positivamente”. Otras veces, los jueces justifican 
su decisión de no aplicar los derechos sociales sustentados en la 
necesidad de respetar la separación de poderes (un argumento 
fuertemente asociado con el de la democracia, aunque no es igual a 
aquél) 
El principio democrático y la separación de poderes son dos 
argumentos sólidos que plantean los jueces para no interferir 
inadecuadamente en la asignación concreta de un derecho social 
para una persona, pues estas decisiones, acorde a la estructura 
estatal recaen en cabeza del ejecutivo y el legislativo, además la 
decisión de amparar un derecho social puede transgredir el principio 
de sostenibilidad fiscal, recordando que los derechos prestacionales 
involucran necesariamente el sacrificio económico del fisco. (p. 156).  
 
Empero, en realidad, a mayor satisfacción de los derechos de contenido 
prestacional mayores son las posibilidades de sostener un sistema realmente 
democrático; la autonomía judicial, en la decisión de asuntos relacionados con 
derechos sociales, va a permitir un progreso social, un aumento en el nivel de vida 
de las personas y, por ende, un mayor ingreso per capita, que a la postre va a 
impedir que los sectores políticos más corruptos puedan cooptar el voto de los 
más necesitados y menos informados y, así, en el marco de un sistema más 
democrático serán elegidos dignatarios que proyecten políticas públicas más 




Por regla general el retroactivo pensional es un derecho que se erige como una 
prestación que debe ser reclamada prima facie por la forma y a través de lo que la 
ley exige; sea decir, a través de un proceso ordinario adelantado ante el juez 
laboral o ante el juez de lo contencioso administrativo, según la naturaleza del 
asunto. 
 
Sin embargo, también debe entenderse que, de acuerdo a la evolución de la 
jurisprudencia, esta postura ha perdido un poco de rigidez, en cuanto a su 
aplicación como regla general, en razón a que se ha tenido en cuenta el análisis 
de principios constitucionales y legales, inherentes a la dignidad del ser humano, 
que buscan el desarrollo de acciones rápidas y más eficaces, las cuales aseguren 
la protección urgente en situaciones que se requieran, aun así, su aplicación sea 
excepcional. 
 
En primer lugar, porque de conformidad con lo que han expuesto diversos y 
numerosos doctrinantes, la función del Estado como garante no solo es la de 
asegurar la existencia de derechos en favor de los ciudadanos, sino la de 
proporcionar los medios necesarios para que estos se hagan efectivos; esto es, 
siendo un Estado deudor en acciones positivas, que implica sí o sí, dar u hacer; 
esto, porque además de ser titular de los derechos que le ceden los ciudadanos, 
es titular de las acciones necesarias para hacerlos cumplir, siendo esto último uno 
de los pilares del Estado social y democrático de derecho. 
 
En segundo lugar, porque en el ordenamiento jurídico colombiano ya existe una 
vía excepcional que permite a los ciudadanos acceder al reclamo de sus derechos 
de una manera rápida y eficaz, como lo es la tutela. Esto sí y solo sí se reúnen los 
requisitos señalados jurisprudencialmente para su procedibilidad. 
 
En tercer lugar, porque además del reconocimiento de derechos, de existir vías 
ordinarias y excepcionales para reclamar una pretensión, como lo es el retroactivo 
pensional, existe un Tribunal Constitucional que con sus decisiones ha 
armonizado y ha interpretado las normas, de tal suerte que ellas les ofrezcan a 
personas con condiciones de especiales y urgente protección, la posibilidad de 
satisfacer sus necesidades de manera célere y eficaz.  
 
Finalmente, porque la discusión académica y jurisprudencial ha permitido 
identificar circunstancias, momentos, particularidades y necesidades que 
advertidas pueden ser las razones suficientes para que una persona, en evidente 
estado de vulnerabilidad, reuniendo los requisitos de inmediatez y subsidiaridad, 
además demostrando, así sea de manera sumaria, la vulneración de su derecho a 
la vida digna, la pretermisión del principio de dignidad humana, pueda tener la 
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